con el hombre, reemplaza la determinación biológica del sexo por una construcción cultural y termina promoviendo la homosexualidad, la anticoncepción, la esterilización voluntaria y el aborto.
La Unidad articulará, dentro de la Secretaría de Políticas, Regulación y Relaciones Sanitarias, las áreas gubernamentales y las organizaciones no gubernamentales que promueven, con enfoque de género, la situación de la mujer y su salud. 
Las áreas gubernamentales mencionadas en la resolución son: la Dirección General de la Mujer de Cancillería, el Consejo Nacional de la Mujer y la Comisión Tripartita para la igualdad de oportunidades entre varones y mujeres del Ministerio de Trabajo. Mientras que la participación de la sociedad civil –dice- “la habilitará para apoyar, controlar y monitorear en forma conjunta la implementación y marcha del Programa de Salud Sexual”. Es decir, las feministas podrán controlar –con chapa oficial- si los Ministerios de salud provinciales promueven y facilitan, anticoncepción y aborto farmacológico.
La Coordinación impulsará en cada programa, plan o política sanitaria que aborde la problemática de la mujer, la incorporación de la perspectiva de género. Podrá diseñar políticas, elaborar planes y programas con ese fin, celebrar acuerdos con áreas gubernamentales y no gubernamentales, y participar en la elaboración del diseño de las líneas de acción sanitarias.
La Coordinación de unidad de género y salud contará con un Coordinador General y un Consejo Consultivo Asesor Permanente. Sus funciones incluyen: impulsar los acuerdos internacionales vinculados a la temática, profundizar el debate sobre género, lograr transformaciones sociales, promover los “derechos de salud sexual y reproductiva” como derechos humanos, promover actividades de difusión orientadas a la comunidad en general, y evaluar sistemáticamente la situación de género y salud.
Dependerá de esta unidad el Consejo Consultivo de la Sociedad Civil, integrado actualmente por 31 organizaciones, nucleadas desde fines del 2002 por la Cancillería.
La Unidad reconoce como marco jurídico-político los compromisos contraídos ante las Naciones Unidas. Se redoblarán los esfuerzos realizados por Argentina para cumplir con los mandatos internacionales.
El plan de Trabajo 2005, entre otras cosas, prevé el monitoreo del Programa de Salud Sexual y Procreación Responsable y la capacitación de equipos de salud, educadores y promotores comunitarios para promover los “derechos sexuales y reproductivos” y facilitar el acceso a los servicios de salud reproductiva. 
Con esta transversalización de la ideología de género, el Gobierno de Kirchner mancomuna y fortalece el ataque al orden natural.



Ciudad de Buenos Aires, Argentina

EDUCACIÓN SEXUAL PROGAY Y OBLIGATORIA VS. PATRIA POTESTAD
Los diputados Suppa, Kravetz y Polimeni han vuelto a presentar el proyecto de educación sexual que impulsaron durante el año pasado. Lleva ahora el nº de expediente 500-d-2005, pero básicamente sigue siendo el mismo proyecto que redactó originalmente la Sociedad de Integración Gay Lésbica (SIGLA) para la diputada Juliana Marino. (Vid Notivida Nº 164, 166, 233, 246 y 247)
Durante la sesión del 14 de diciembre pasado ni el proyecto de SIGLA, ni el que en oposición a ese presentó Santiago De Estrada, alcanzaron los votos necesarios para su sanción. (Vid Notivida Nº 265 y 267) 
Recordemos también que en esa oportunidad el diputado Ricardo Busacca, haciéndose eco de los reclamos de los padres de familia, se opuso a ambos proyectos; porque si bien están sustentados por filosofías antagónicas, la reglamentación e implementación de cualquier tipo de educación sexual por parte del Gobierno de la Ciudad genera fundados temores. Busacca pidió en diciembre que la materia adopte el modo “optativo y extracurricular” -cosa que ninguno de los dos proyectos en discusión preveía- para que los padres puedan exceptuar a sus hijos de las clases si lo estiman necesario. Ese mismo concepto lo plasmó este año en un proyecto de ley (exp. nº 95-d-2005) que la Comisión de educación deberá evaluar junto al de SIGLA. 
Insistimos en que ningún programa curricular y obligatorio de Educación Sexual respeta la patria potestad. Los derechos de los padres sólo se respetan si esa materia es optativa y extracurricular, es decir, por ejemplo, si aún después de obtenido el consenso en una comunidad educativa, los padres que no coincidan con éste, conservan la libertad de decidir sobre la asistencia de sus hijos a esas clases.

El espíritu totalitario que impone la modalidad curricular y obligatoria, se encuentra reflejado en el proyecto de SIGLA cuando dice en los fundamentos: "Un/a alumno/a no podría pedir el pase de establecimiento ni dar equivalencias entre modalidades ni, habiendo cursado un año en una escuela, retomar sus estudios en otra, si los contenidos de la misma materia o área variasen de una escuela a la otra. Por lo tanto, dejar al arbitrio de cada unidad escolar los contenidos de un área o materia de enseñanza es conspirar contra la movilidad escolar y el espíritu democrático de la Constitución porteña, que se sostienen en la unidad del sistema escolar, evidenciada en que los contenidos enseñados en una unidad escolar de una modalidad determinada tienen un meollo básico similar a los contenidos enseñados en otra unidad escolar equivalente".(...) "La selección de contenidos mínimos de la enseñanza porteña debe reposar en la ciencia y en los consensos sociales plasmados por la Constitución. Se podrán agregar otros contenidos surgidos de las convicciones y creencias del individuo y la familia, pero no reemplazar los anteriores". (...) "Como los padres y madres deben poder elegir entre las orientaciones educativas que más se adecuen a su voluntad, las unidades escolares no tienen igual oferta de enseñanza; pero la Secretaría de Educación, para velar por la igualdad de oportunidades, garantiza que el núcleo de conocimientos informativos incluyan lo que requieren el consenso social y la evolución de la civilización". 
LA DESPENALIZACIÓN DEL ABORTO: UNA PRIORIDAD IDEOLÓGICA
El Ministerio de Salud publicó las cifras correspondientes al año 2003
Quienes bregan por la despenalización del aborto fundan sus reclamos en el “abultado” numero de mujeres que mueren por practicarse un “aborto inseguro”. Sin dejar de reconocer la importancia que tiene cada muerte, cabe destacar que las cifras no señalan al aborto como una “prioridad sanitaria”.
Según los últimos datos provistos por la Dirección de Estadísticas e Información de Salud, del Ministerio de Salud; durante el año 2003 se produjeron 304 muertes maternas, es decir relacionadas con un embarazo, parto o puerperio; de las cuales 83 están vinculadas al aborto –espontáneo o provocado-. Para evaluar la magnitud recordemos que ese mismo año murieron alrededor de 11.500 niños menores de un año, por causas en su mayoría evitables.
Con respecto a la mortalidad materna consignemos además que:
      El nivel de subregistro estimado en nuestro país no alcanza el 10%; contrariamente a lo que aducen los abortistas para inflar las cifras: “la clandestinidad del aborto acarrea un enorme subregistro”. (Vid Notivida nº 239)
      Una estructura hospitalaria deficiente aumenta 10 veces el riesgo de mortalidad materna y en Argentina sólo el 40% de las maternidades cumplen con las condiciones obstétricas mínimas. (Vid Notivida nº 239)
      La mortalidad materna se incrementa notoriamente con las cesáreas y  en nuestro país 1 de cada tres partos –inexplicablemente- es por cesárea. (Página 12, 31/03/05)
Evidentemente, aún al margen de las objeciones morales que suscita el aborto, hay muchas cosas para corregir antes que plantear su despenalización. 
Córdoba, Argentina
AVANZAN LAS UNIONES HOMOSEXUALES
La Legislatura Unicameral de Córdoba estudia tres proyectos de ley que tienen por objeto reconocer legalmente a las uniones homosexuales
El proyecto de ley aprobado el 21 de abril pasado por la Cámara de Diputados de España, que modifica el Código Civil para extender el “derecho” a contraer matrimonio a las parejas del mismo sexo, dio nuevos bríos a los proyectos parlamentarios que garantizan las uniones homosexuales en nuestro país.
El primer distrito federal de Sudamérica que reconoció legalmente las uniones homosexuales fue la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a partir de la Ley 1004, de Uniones Civiles, sancionada el 12 de diciembre de 2002. El segundo fue Río Negro, que sancionó la Ley Provincial 3.736 el 10 de abril de 2003. La norma rionegrina autorizó a las parejas del mismo sexo a firmar una declaración jurada ante el juez de paz para certificar su convivencia, lo que les permite acceder a beneficios sociales. A diferencia de la ley porteña, esta ley no alcanza a las parejas heterosexuales ni crea un registro. 
Se estudian ahora en Córdoba tres proyectos de ley similares al que rige actualmente en la Ciudad de Buenos Aires, crearían un Registro Público de Uniones Civiles y otorgarían derecho a pensiones, acceso a planes sociales y de vivienda, obra social, créditos, etc. La intención última, tal como ha manifestado la Comunidad Homosexual Argentina –CHA-, es la modificación de la ley de matrimonio civil, pero esto no puede intentarse desde las provincias; por eso la legisladora cordobesa Mónica Gutiérrez, autora de uno de los proyectos, declaró: ”en nuestro país el matrimonio –y por ende los derechos y obligaciones que de él emanan– son materia de legislación de fondo, esto es, facultad del Congreso Nacional. Pero significa, del mismo modo que ocurrió en las regiones españolas de Cataluña y Aragón en 1998 y 1999, un avance importante en el reconocimiento social de estas uniones” (La voz del Interior, 2/05/2005).

Los proyectos cordobeses
     El expediente 6919/05, en estudio en la Comisión de Asuntos Constitucionales, Justicia y Acuerdos; lleva las firmas de las legisladoras Liliana Olivero (Izquierda Unida) y Zulema Hernández (Partido Nuevo). De sancionarse, podrán contraer unión civil, con independencia de su sexo u orientación sexual, quienes hayan convivido por espacio de dos años (art. 1º), lo acrediten con dos testigos (art. 4º) y hayan residido en Córdoba los 2 años anteriores a la unión (art. 2º). Los unientes recibirán un tratamiento similar al de los cónyuges dentro de la competencia provincial (art. 5º).
     El expediente 6920/05, en estudio en la misma comisión, fue presentado por Isabel Bianciotti (UCR). Parecido al anterior especifica además, que los unientes gozarán de los siguientes derechos: a) a pensión, b) a inclusión como afiliado obligatorio familiar al Instituto Provincial de Atención Médica, si constituye una unión civil con un afiliado y depende económicamente de él, c) a todos los derechos otorgados al empleado público provincial, tales como las licencias especiales por cuidado de familiar o cónyuge enfermo y la concesión de traslados por necesidades del grupo familiar, d) a ser considerado por los planes de fomento de vivienda (art. 10º).
     El expediente 6943/05, en estudio en la Comisión de Solidaridad, está firmado por Mónica Gutiérrez, Ricardo Fonseca, Eduardo Fernández y Jorge Anselmo Valinotto; los 4 legisladores del Partido Nuevo. Similar a los anteriores, exige tres años de convivencia y tres de residencia en Córdoba, en lugar de dos (art. 2º), 
Señalemos una vez más que en el caso de los homosexuales no existen los hijos, el bien por el que se protege jurídicamente al matrimonio -el Estado vela por los futuros ciudadanos-, ¿qué los hace entonces acreedores de especiales derechos y beneficios con respecto a otro tipo de sociedades?. No reconocer jurídicamente a las parejas homosexuales no entraña una discriminación injusta –responde a la ley natural- su legalización además de producir graves injusticias, menoscaba a la familia que pierde, cuando menos, su identidad. 

Recordamos que: “Si todos los fieles están obligados a oponerse al reconocimiento legal de las uniones homosexuales, los políticos católicos lo están en modo especial, según la responsabilidad que les es propia. Ante proyectos de ley a favor de las uniones homosexuales se deben tener en cuenta las siguientes indicaciones éticas. En el caso de que en una Asamblea legislativa se proponga por primera vez un proyecto de ley a favor de la legalización de las uniones homosexuales, el parlamentario católico tiene el deber moral de expresar clara y públicamente su desacuerdo y votar contra el proyecto de ley. Conceder el sufragio del propio voto a un texto legislativo tan nocivo del bien común de la sociedad es un acto gravemente inmoral”. (Consideraciones acerca del proyecto de reconocimiento legal de la unión de personas de un mismo sexo, n. 10, Congregación para la Doctrina de la Fe, 03-06-2003). 

SALUD EN CLAVE DE GÉNERO
Todos los planes, políticas y programas de salud deberán enfocarse desde la “perspectiva de género”. Se creó un área específica en el ámbito del Ministerio de Salud de la Nación para impulsar, monitorear y evaluar la relación género/salud.
Por Resolución 431/2005 del Ministerio de Salud y Ambiente de la Nación, publicada en el B.O. del 02/05/2005, se creó la Coordinación de Unidad de Género y Salud. Su misión es incorporar y transversalizar la perspectiva de género en todos los temas de la Agenda Ministerial. Recordemos que esta ideología que intenta favorecer a la mujer equiparándola 
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